
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LA TIENEN SÓLO QUIENES SEAN O HAYAN SIDO PARTE O TERCEROS EN EL PROCESO IMPUGNADO.
Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado en consideración a que en el proceso ejecutivo a continuación que trajo a colación, se remató y se pretende la materialización, así sea coactiva, de un inmueble de cuyas mejoras se reputa dueña; todo sin tener en cuenta que es discapacitada y, en consecuencia, una persona de especial protección constitucional. 

El Juzgado de primera instancia, se dijo, negó el amparo; sin embargo, aunque la Sala coincide con que la protección ha debido despacharse desfavorablemente, concluye que así debió ser, más bien porque es improcedente, y no porque sea inexistente una vulneración al debido proceso de la actora, como se esgrimió en la sentencia impugnada. (…)
Para el caso, vale la pena recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas…
Adicionalmente, ha sostenido invariablemente la misma alta Corporación, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección debe ser parte en el mismo, o actuar como tercero reconocido dentro del mismo, como en el caso de los incidentes. (…)
Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a la accionante por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente admitida en la ejecución a continuación en la que se remató el inmueble aprisionado y se ordenó su entrega.
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Acta N° 463 del 27 de septiembre del 2019      
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 1° de agosto del 2019 proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Yuri Mileidy Laverde Hernández, por conducto de apoderado judicial, contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira y la Inspección Quinta Municipal de Policía de Pereira, actuación a la que fue vinculada la Corregidora del corregimiento de Caimalito, así como los señores Olga Velásquez de Álvarez, María Consuelo Hernández, Gildardo Laverde Cano y José Alirio Silva. 
ANTECEDENTES

Yuri Mileidy Laverde Hernández, por intermedio de abogado, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil Municipal local, en la que aduce la violación de sus derechos fundamentales al debido proceso, propiedad privada y el derecho a la protección especial consagrado en el artículo 47 de la Constitución Política, conculcados, dijo, por las autoridades que accionó. 




A continuación se presentan los hechos que la Sala extractó, del texto presentado por la demandante. 





Su progenitora le donó “unas mejoras consistentes en una casa de habitación conocida como casa 265” ubicada en el corregimiento de Caimalito en Pereira, tal como consta en un documento autenticado en notaría el 15 de octubre del año 2012. 





La señora Olga Velásquez de Álvarez, por razones que desconoce, tramitó ante el Juzgado accionado un proceso declarativo en el que se dictó sentencia cuya orden fue que sus padres, quienes eran los demandados, debían devolverle a la demandante la suma que habían pagado por una casa, la 179 del mismo corregimiento, pero como ellos incumplieron, se inició un proceso ejecutivo a continuación en el que la señora Velásquez de Álvarez indicó que sus progenitores eran los propietarios de la casa 265, cuando en realidad esa casa le pertenece exclusivamente a ella. 




Para el secuestro de su casa, el Juzgado comisionó a la corregidora de Caimalito quien realizó la diligencia, a sus espaldas, desde su despacho como represalia por una demanda de reparación directa que ella incoó en precedencia en su contra, por haber tumbado de manera irregular un muro de la casa donde reside. 




Una vez estuvo secuestrado el bien, el Juzgado llevó a cabo el remate donde el adjudicatario resultó ser el señor José Alirio Silva. La diligencia de entrega fue programada para el día 1° de agosto del 2019, la que de llevarse a cabo, le causaría un perjuicio irremediable que desencadenaría en más acciones legales contra la rama judicial para que paguen los daños y perjuicios materiales y morales que un error de esa naturaleza le causa. 




Pidió en consecuencia, que se le ordene a la Inspección Quinta de Policía, suspender la diligencia de entrega del bien rematado y dejar sin efectos la diligencia de remate realizada por el Juzgado encartado; esto en consideración a la discapacidad que padece.  





El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción y corrió traslado a los convocados; como medida previa dispuso la suspensión de la diligencia de entrega programada para el 1° de agosto del año 2019, también como prueba ordenó la inspección judicial del proceso encausado (f. 29, c. 1).




La titular del Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, explicó que en ese Despacho se tramitó un proceso de resolución de contrato, incoado por Olga Velásquez de Álvarez contra Gildardo Antonio Laverde y María Consuelo Hernández, padres de la accionante, en el cual se ordenó a los demandados devolver indexado el valor pagado por un inmueble, luego de lo cual la demandada tendría que devolver el bien negociado, es decir la casa 179 del corregimiento de Caimalito. 




Como los demandados incumplieron con el pago, al aludido proceso le siguió la demanda ejecutiva, en cuyo trámite se conservó la medida cautelar sobre el derecho de posesión que ellos tienen sobre la casa 265 del mismo corregimiento, lo cual fue objeto de remate y adjudicación. Hizo saber que para la entrega del inmueble se comisionó a la corregiduría correspondiente. 





Puso en duda la legitimidad de la donación en la que afinca sus pretensiones la accionante y que sea la poseedora de la casa 265, por varios aspectos que describió. 




La Inspectora Quinta Municipal de Policía, manifestó que desconoce los detalles del proceso ejecutivo al que se refiere esta acción de tutela y que simplemente le corresponde la ejecución de las órdenes emitidas por los jueces para el secuestro o entrega de bienes; acató la cautela decretada por el Juzgado y suspendió la diligencia de entrega del bien (f. 47, c. 1).




Los señores Gildardo Antonio Laverde y María Consuelo Hernández coadyuvaron las pretensiones del amparo (f. 48, c. 1).




El corregidor de Caimalito dijo que se desempeña en ese cargo desde el mes de mayo del 2016 y los hechos que se relatan en la tutela datan del 10 de abril del 2015; adujo desconocer datos de contacto de la funcionaria que lo precedió y contra quien se dirigen los reproches (f. 52, c. 1).




Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó la protección. Para así decidir, se argumentó que las decisiones de la funcionaria accionada estuvieron acorde al ordenamiento jurídico y precedidas de una eficiente valoración probatoria (f. 55, c. 1).









Impugnó el demandante quien insistió en que su posesión inició desde mucho antes del inicio de la acción rescisoria (f. 70, c. 1).
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado en consideración a que en el proceso ejecutivo a continuación que trajo a colación, se remató y se pretende la materialización, así sea coactiva, de un inmueble de cuyas mejoras se reputa dueña; todo sin tener en cuenta que es discapacitada y, en consecuencia, una persona de especial protección constitucional. 





El Juzgado de primera instancia, se dijo, negó el amparo; sin embargo, aunque la Sala coincide con que la protección ha debido despacharse desfavorablemente, concluye que así debió ser, más bien porque es improcedente, y no porque sea inexistente una vulneración al debido proceso de la actora, como se esgrimió en la sentencia impugnada. 





En efecto, con la mira puesta en la inspección judicial que en primera instancia se realizó (f. 40 a 41, c. 1) y la información suministrada por la funcionaria encartada sobre los pormenores del proceso (f. 38, c. 1), se verá que la cuestión se trata más bien de la improcedencia de la acción constitucional por falta de uno de sus presupuestos basilares, cual es, la falta de legitimación por activa que le asiste a la demandante.  





Para el caso, vale la pena recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

Adicionalmente, ha sostenido invariablemente la misma alta Corporación, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección debe ser parte en el mismo, o actuar como tercero reconocido dentro del mismo, como en el caso de los incidentes. 

  



Sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que
:  

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial… 
 



Más recientemente
 señaló: 

Legitimación por activa como requisito de procedencia de la acción de tutela 

1. La Constitución Política
 establece el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario.
Igualmente, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá solicitar el amparo constitucional por sí misma, por representante, o a través de un agente oficioso, cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.

2. En particular, sobre la legitimación por activa en los casos de tutelas contra providencias judiciales, la sentencia T-240 de 2004
, indicó que, cuando se demuestra que una autoridad judicial incurre en una vía de hecho, vulnera el derecho fundamental al debido proceso de todas las personas que intervienen en dicho procedimiento. 

Igualmente, en la sentencia T-019 de 2013
, la Corte estableció que la legitimación por activa en tutela contra providencias judiciales, se acredita cuando se demuestra un interés en el resultado del fallo que se revisa en sede constitucional. 

  



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado
:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso.

  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a la accionante por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente admitida en la ejecución a continuación en la que se remató el inmueble aprisionado y se ordenó su entrega. 




Por más que aduzca que con ese trámite se afectan sus prerrogativas fundamentales, es claro que nunca ha sido reconocida como parte, aun cuando inició un incidente de oposición a la entrega, dado que, por un lado, dicho trámite fue rechazado de plano
, y por el otro, esa calidad se adquiriría solo para ese específico asunto y no, en general, para el proceso, tal como lo estatuye el artículo 69 del CGP. 

  


 
Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. 





Pero aun si se diera por superado este escollo, dado que la accionante, en calidad de tercero, radicó una solicitud para que se diera inicio a un incidente de oposición a la entrega, también es claro que se incumple el requisito de la subsidiariedad. Y esto porque, precisamente, cuando radicó el escrito, recibió como respuesta un auto del 17 de de julio último, mediante el cual el Juzgado rechazó de plano su solicitud, providencia contra la cual pudieron formularse los recursos pertinentes, para cuya interposición estaba habilitada, en tanto que, como se dijo, en ese restringido ámbito, estaba legitimada para controvertir lo resuelto.  
  



Con esa omisión, dejó de lado que, de acuerdo con el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente cuando existan otros medios de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, que para el caso no se acreditó, pues la sola mención de que padece una discapacidad no estriba, por sí misma, en que se encuentre en condiciones que deban ser contenidas de manera inminente. 
   



Y es que hay que tener presente que una acción de esta estirpe no está diseñada para que se puedan soslayar los mecanismos ordinarios de defensa; tampoco está erigida como una instancia adicional o alternativa, mucho menos cuando se pueden emplear ante el juez natural las acciones pertinentes. 

           


En conclusión, bien sea por la falta de legitimación, ora por la anunciada subsidiariedad, es improcedente lo que se demanda.

  
Trasunto de todo, se modificará la sentencia impugnada en el sentido de declarar improcedente el resgardo, en lugar de negarlo como se hizo en primera instancia, por las razones que acaban de repasarse. Y como en esa sede se omitió, se adicionará para levantar la cautela decretada desde el 19 de julio del año que avanza, mediante la cual se suspendió la diligencia de entrega.
 



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA el ordinal primero de la sentencia proferida el 9 de julio de 2019 por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela presentada por la señora Yuri Mileidy Laverde Hernández, por conducto de apoderado judicial, contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira y la Inspección Quinta Municipal de Policía de Pereira, actuación a la que fue vinculada la Corregidora del corregimiento de Caimalito, así como los señores Olga Velásquez de Álvarez, María Consuelo Hernández, Gildardo Laverde Cano y José Alirio Silva, en el sendido de que se DECLARA IMPROCEDENTE.
Se ADICIONA para levantar la medida provisional decretada mediante el proveído del 19 de julio del 2019. 

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Q su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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